PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo Provincial y por su intermedio Servicio Penitenciario Bonaerense, a fin que se de respuesta a la brevedad y por escrito sobre las cuestiones siguientes:

1) Indicar:

a)  Cantidad de jóvenes de entre 18 y 29 años alojados en dependencias del Servicio Penitenciario Bonaerense por sexo y edad. Porcentaje que representan sobre el total del universo de personas privadas de libertad por sexo y edad.

b) Cantidad de jóvenes de entre 18 y 29 años alojados en comisarías.

c) Cantidad de jóvenes de entre 18 y 29 años privados de la libertad con condena efectiva  por sexo y edad. Porcentaje sobre el total.

d)   Cantidad de jóvenes privados de la libertad en proceso judicial por sexo y edad. Porcentaje sobre el total.

e) Indique en que establecimientos existen módulos para jóvenes adultos como así también su capacidad y población actual.

f) Individualice las Unidades de Régimen Abierto indicando el número de internos alojados.

g) Indique monto del presupuesto a ejecutar durante el corriente año desagregado por partidas según nombre y monto de cada una. Indique si se prevé la realización de nuevas obras, y de preverse las mismas, hacia que población objetivo apuntan. 

h) Indique que plan de alimentación posee el Servicio Penitenciario Bonaerense y bajo que normas se lleva a cabo.

i) Indique cuantos institutos penales posee la provincia y cuantos adolescentes hay alojados en los mismos por sexo y edad.

j) Indique que programas socio recreativos  aplica la Provincia para jóvenes como así también las estadísticas que acrediten el éxito o fracaso de los mismos. Indique si se aplica algún programa de madres embarazadas, de no ser así indique porque.

k) Indique que programas se desarrollan sobre salud. Explique si se lleva a cabo el test gratuito de HIV a la totalidad de los internos y cual es el número de infectados.

l) Indique cuantas condenas de cadena perpetua de jóvenes tiene la Provincia actualmente.

m) Indique, según recorte de delito, cuales son los diez mas cometidos por adultos mayores y cuales los cometidos por menores.

n) Indique los alcances que tiene en la provincia, el Régimen de Progresividad Penal.

o)  Indique con  cuantos juzgados de ejecución penal cuenta la provincia. 

p) Indique cual es el personal dependiente del Servicio Criminológico.

q) Indique en que consiste la formación de los suboficiales que trabajan en las cárceles de la Provincia y cual es su tiempo de capacitación. Sobre el nivel educacional de  los suboficiales indique que porcentaje posee solo estudios primarios y que porcentaje posee estudios secundarios.

                              FUNDAMENTOS
El articulo 18 de nuestra Constitución Nacional establece: «Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida, que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos (...), hará responsable al juez que la autorice».

Asimismo, la constitución de la Provincia dice en su articulo 30: «Las prisiones son hechas para seguridad y no para mortificación de los detenidos. Las penitenciarias serán reglamentadas de manera que constituyan centros de trabajo y moralización. Todo rigor innecesario hace responsable a las autoridades que lo ejerzan».

De acuerdo con la Ley Fundamental y la Constitución Provincial, el presente perdido sienta sus bases en indagar sobre cuál es la calidad institucional actual del sistema carcelario.

Existen sobradas y objetivas razones que dan cuenta de las deficiencias del sistema carcelario actual, tanto desde el punto de vista operativo como desde el plano institucional; la falta de transparencia, de legalidad y de planificación atentan directamente contra el fin último del sistema: la resocialización de los internos.

En este sentido, los datos arrojados por la Comisión Provincial por la Memoria son contundentes:

· Durante el 2007, el 73% de las personas privadas de la libertad no tuvieron condena firme. 

· Entre Junio del 2006 y Junio del 2007, se registraron 66 muertes en las cárceles bonaerenses.

· Son 10.000 los expedientes que suma la base de datos sobre causas judiciales contra personal de las fuerzas de seguridad.

· Entre el 1 de junio de 2006 y el 30 de junio de 2007, se denunciaron 658 casos de violación a los derechos humanos de los niños en casos de apremios ilegales y  amenazas, entre otros.

· En la provincia de Buenos Aires se encuentran alojadas 76 mujeres con sus hijos y 22 mujeres embarazadas. Nueve de cada diez mujeres con hijos están procesadas por delitos contra la propiedad.

· Desde junio de 2006, ha habido 5 muertes de niños judicializados o institucionalizados.

Queda demostrado que las características del sistema carcelario de la provincia, lejos socializar a sus internos, naturalizan la ilegalidad y no cumplen con los programas de salud, empleo, educación y prevención que la ley 12.256 prevé.

El REP (Régimen de Progresividad Penal) actúa sobre los internos condenados. Ahora bien, el 90% de la población carcelaria no tiene sentencia firme, con lo cual quedan fuera de ese régimen. Por otra parte, los detenidos a los que se les ha dictado la prisión preventiva no realizan en la cárcel ningún tipo de actividad.

Por otro lado, la operatividad de los juzgados de ejecución penal, instituidos para velar por los derechos de los condenados, se encuentra desbordada. Los delitos cometidos dentro de las unidades –como las violaciones y las golpizas–, no llegan a canalizarse adecuadamente en la institución judicial.  

Desde el punto de vista del personal, las deficiencias también son marcadas. El sistema vigente (decreto Ley 9578/1980) de personal del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires resulta anacrónico y desajustado a las nuevas exigencias que presenta la realidad carcelaria. Por  ejemplo, el  escalafón de suboficiales (a diferencia del de oficiales) no posee movilidad de ascensos y es, a su vez, el menos remunerado. No existe un sistema de incentivos que premie al personal que desarrolla sus funciones correctamente. Además, las condiciones carcelarias afectan tanto la vida como las ganas de trabajar. El hacinamiento, la falta de higiene y de condiciones de vida no respetan la mínima dignidad, recayendo tanto sobre los internos, como sobre el personal.

A esto debemos sumarle la baja educación que posee el personal. Sólo el 50% de los suboficiales posee primario completo y un 22% estudios secundarios. O sea que, además de ser los menos remunerados y los que menos instrucción han recibido, son quienes se  encargan diariamente de los internos. Esto lleva a que la incorporación de tecnología no pueda ser aprovechada por el sistema, ya que no existe la capacitación adecuada para poder implementarla.

Así, vemos que la crisis  carcelaria es estructural y tiene que ver tanto con cuestiones edilicias, de personal, de organización y planificación, tecnológicas, como así con aspectos institucionales referidos a salud, educación, reinserción laboral y readaptación social. Tenemos la responsabilidad, como sociedad, de velar por el respeto absoluto de todos los derechos de los habitantes de nuestro país y de nuestra provincia. Según nuestra Constitución, las cárceles deben ser un sitio para seguridad y no para castigo de los reos, de cara a reinsertarlos socialmente, y no para que al salir, luego de vivir en el encierro la peor experiencia de sus vidas, vuelvan a cometer ilícitos.

Desde el punto de vista institucional, encontramos una administración viciada, en muchos casos corrupta. La cantidad de violaciones a los derechos humanos en las cárceles bonaerenses, como se explicó más arriba, así lo certifican. La inserción de la justicia dentro del SPB es limitada. La salud es precaria, la alimentación también y; más aún las condiciones de vida. Un cambio integral del sistema está relacionado con una nueva predistribución de los recursos económicos y con dotar al SPB de una nueva estructura burocrática que deje atrás los modelos verticalistas. Un modelo moderno debe prever la participación de la sociedad civil y del tercer sector en virtud de transparentar el funcionamiento. Como así también garantizar el acceso a la justicia. 

La situación de los jóvenes privados de libertad

A comienzos del nuevo milenio, asistimos a una nueva configuración del delito, relacionada primordialmente con la desestructuración familiar, las trayectorias juveniles inestables y los problemas de falta de contención social. La crisis económica que vive nuestro país afecta las conductas juveniles y, por ende, las acciones. La escasez de oportunidades laborales es coadyubada por la baja calificación, con lo que conseguir trabajo resulta casi imposible, si es que el entorno social del joven influye sobre el mismo para esa búsqueda. De la misma manera, la precariedad en la permanencia laboral conlleva a trayectorias inestables. En consecuencia, los jóvenes no alcanzan a internalizar valores como la dignidad y el respeto, los que sí se daban en la sociedad salarial. El trabajo funciona también como una herramienta de socialización, en función de la formación del carácter, tal como lo demuestran distintos trabajos sociológicos. Cuando el mismo es fragmentario y no posee continuidad, no llega a conformarse como uno de los anclajes identitarios.

Por otro lado, las funciones socializadoras de la familia, el barrio y la escuela son fundamentales. En el caso de la familia se ha demostrado que los jóvenes no perciben casi nada de los escasos recursos familiares, lo cual los lleva de pasar de la lógica del trabajo a la lógica de la provisión que tiene por característica no problematizar el origen del dinero sino que lo único que interesa es su utilización
.

A esta problemática social, debemos agregarle la problemática de la situación de los jóvenes en institutos de menores o comisarías. Según el informe del Comité Contra la Tortura 2006-2007, existen apremios, malos tratos, golpizas y hasta torturas contra jóvenes detenidos. Tan funestas irregularidades se dan en un 92% en las comisarías, un 6% en institutos y otros lugares de detención y un 2% en unidades penitenciarias.

La morosidad en la denuncia de los casos de abuso es también acuciante. En los casos del Tribunal de Menores, la Asesoría de Menores y la Subsecretaría de Minoridad, sólo un 30% de los casos se comunican dentro de las 48hs. Del otro 70%, un 12% se denuncia un mes después de acontecidos.

Aplicada la Ley 13634, se efectúa una reestructuración de los fueros de Menores y de Familia, a través de la creación del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil que funcionará bajo los principios de un sistema acusatorio. No obstante, el cambio de legislación de infancia ha generado algunas dificultades en el período de transición entre los que suelen denominarse los paradigmas antagónicos de la infancia.

Un problema recurrente entre los operadores ha sido la determinación de la normativa aplicable en los casos penales iniciados antes de la entrada en vigencia de la ley 13.634. No hay al respecto uniformidad de interpretación ni de aplicación entre los jueces.

«De acuerdo con el art. 95 de la ley 13634, modificada por la ley 13645 en su artículo 2, las disposiciones referidas al fuero de la responsabilidad penal juvenil comprendidas en el título III comenzarán a regir a partir del 1º de diciembre de 2007. Las causas en trámite y las que se inicien hasta esa fecha se resolverán conforme lo dispuesto en la ley 3589 y sus modificatorias. Agrega el mencionado artículo que los órganos intervinientes adecuarán los procesos a la normativa, se sustanciarán ante los mismos órganos en que tramitan y según principios que se estatuyen en la presente normativa, con la salvaguardia de las garantías y atendiendo al interés superior del niño»
.

Tampoco ha sido unánime la intervención del juez de menores sobre los niños inimputables en razón de su edad.

«En la causa nº 12.042 C.G.L. s/habeas corpus, el juez titular del Tribunal de Menores 3 de La Matanza, al rechazar el recurso extraordinario sostiene: “aunque el joven resulta inimputable en razón de su edad no significa por ello que el joven no haya cometido el hecho investigado en la causa 11677, en consecuencia resulta una falacia inaceptable sostener que la inimputabilidad es igual a inocencia respecto del hecho investigado (…) Que, en consecuencia, adoptar medidas protectivas a favor del menor causante no es vulnerar su libertad, sino por el contrario garatizarla»
.

Obstáculos en el ámbito del Poder Ejecutivo se visualizan en el proceso de implementación de las nuevas estructuras. Desde el Ministerio de Desarrollo Humano, precisamente desde la Secretaría de Minoridad (Subsecretaría de Promoción y Protección de Derechos), se realizaron y se realizan acciones tendientes a la adecuación de las distintas dependencias y sus funciones para la aplicación de la nueva normativa, como el dictado de diversos decretos y resoluciones reglamentarias. Adecuaciones que fueron cumplimentadas.

Son pocos los avances en el ámbito del PE en pos de la implementación del nuevo sistema. Gran parte de los municipios no ha firmado convenio con la Provincia, por lo que en muchas localidades no existen servicios locales que puedan atender a las necesidades de los niños, pese a que se han destinado los fondos necesarios. 

Las instituciones penales cerradas continúan con el mismo sistema, sin que los operadores reciban capacitación pertinente y sin que se adecuen los edificios a las pautas internacionales. Son verdaderas cárceles, con espacios cercados por una reja tras otra. Así también se construyeron los nuevos institutos, en contradicción con el nuevo procedimiento, para el cual la detención es una medida de último recurso y por el menor tiempo posible. El régimen de vida tampoco ha sido adecuado.

La reforma legislativa no alcanza cuando no se abandonan las viejas prácticas. Para que el nuevo sistema se implemente garantizando el interés superior del niño, es fundamental que todos los responsables de aplicación modifiquen no sólo las normas y los nombres sino también las prácticas y las concepciones. Ya no deberían existir niños institucionalizados en hogares donde son maltratados, abusados, abandonados. Quedan muchos esfuerzos por hacer para que las declaraciones normativas se materialicen en acciones concretas tendientes a superar las problemáticas que atraviesan la infancia en la provincia. 

Por todo ello, y en virtud de los argumentos expuestos, es que solicitamos a esta Honorable Cámara el acompañamiento de este proyecto.

� Kessler Gabriel, Sociología del Delito Amateur.


� La Ley 13634 orgánica del Fuero de Familia y del Fuero de la Responsabilidad Penal Juvenil. Informe sobre violaciones a los derechos humanos en lugares de detención de la provincia de Buenos Aires, 2006 – 2007. Comisión Provincial por la Memoria, Comité contra la Tortura.


� Ídem.
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